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INFORME No. 64/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 335-03
COSTA RICA
16 de julio de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
E. V.  
PETICIONARIOS: 
C.A. y E.V.
VIOLACIONES ALEGADAS:
Garantías judiciales y protección judicial
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
13 de mayo de 2003
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. Alegaron que el 6 de septiembre de 2001 su hijo de catorce años de edad fue víctima de violación sexual por el profesor del colegido en donde cursaba el segundo año de secundaria. Indicaron que se inició una investigación y posteriormente un proceso penal que estuvo plagado  de irregularidades. Señalaron que personas en la fiscalía eran familiares del presunto agresor, y que oyeron de una funcionaria de la Fiscalía que lo que hacían con el profesor era una injusticia, por lo cual interpusieron una queja ante la Inspección Fiscal. Asimismo indicaron que tuvieron información de que el agresor había dicho que un juez que era su familiar lo iba a dejar en libertad, y que en el proceso penal el juez admitió testigos falsos del presunto agresor. Asimismo indicaron que al optar por la vía penal, ya no pueden acudir a la vía civil para cobrar daños y perjuicios.
2. Los peticionarios adjuntaron copia de la sentencia No. 204-03 del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la zona Atlántica de fecha 10 de julio de 2003 en la que el Tribunal recalificó el delito de violación agravada por el delito de relaciones sexuales con persona menor de edad y declaró al agresor responsable, imponiéndole la pena de tres años de prisión, aunque se le concedió el beneficio de libertad condicional. Obra en el expediente la sentencia de casación de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia de fecha 14 de mayo de 2004, que declaró sin lugar el recurso. La Corte estableció que se aplicaron las reglas de la sana crítica en la valoración de las pruebas y que el Tribunal expuso en forma clara las razones por las cuales consideró que no se logró probar que el agresor de forma violenta y contra su voluntad había accedido carnalmente al ofendido. Asimismo afirmó que la sola condición de un individuo como educador, no basta para establecer su responsabilidad en forma agravada en todos los supuestos. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. Alegó que la petición debe ser declarada inadmisible porque los peticionarios no agotaron los recursos internos y porque la petición no expone hechos que caractericen una violación a los derechos humanos.
4. En cuanto a los hechos, señaló que los peticionarios alegan que su hijo habría sido víctima una violación sexual por parte de un maestro de la secundaria. En sentencia de fecha 10 de julio de 2003, el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la zona Atlántica, declaró al acusado responsable del delito de relaciones sexuales con persona menor de edad, por lo cual se le sentenció a tres años de prisión, periodo en el cual según la legislación nacional, puede aplicarse el beneficio de ejecución condicional de la pena. Frente a dicha sentencia, los peticionarios interpusieron el 3 de agosto de 2003 recurso de casación que se encuentra pendiente de resolución, con lo cual no se habrían agotado los recursos internos.
5. Asimismo indicó que de las pruebas aportadas por los peticionarios se demuestra que éstos tuvieron acceso a las garantías judiciales y que los tribunales internos resolvieron conforme a derecho. Afirmó que los peticionarios pretenden utilizar a la CIDH como un tribunal de alzada.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. El 13 de mayo de 2003 la CIDH recibió la petición y la registró bajo el número 335-03. Posteriormente recibió información adicional el 10 de marzo de 2004. El 30 de mayo de 2007 transmitió copia de la denuncia al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 31 de julio de 2007 el Estado presentó su respuesta. 
7. El 15 de abril de 2010, la CIDH reiteró a los peticionarios la solicitud de información efectuada el 11 de septiembre de 2007 y el 20 de agosto de 2012 solicitó información actualizada para determinar si subsisten los motivos de la petición. En ambas comunicaciones se le informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 42 del Reglamento de la CIDH. 

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

8. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

9. En el presente caso han pasado 9 años desde la última comunicación de los peticionarios y, a pesar de la solicitud de información formulada el 11 de septiembre de 2007 y de información actualizada el 20 de agosto de 2012, a la fecha, la CIDH no ha recibido la información necesaria para actualizar la tramitación de la petición, como fue solicitado.
10. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para analizar debidamente la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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